
ARTÍCULO 74. FACULTADES DE SUPERVISIÓN Y CONTROL DE LA
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. En desarrollo de las facultades de
supervisión y control respecto de un determinado reglamento técnico cuya vigilancia tenga a su
cargo, la Superintendencia de Industria y Comercio, podrá imponer las medidas y sanciones
previstas en esta ley a quienes evalúen la conformidad de estos, por violación del reglamento
técnico.

DISPOSICIONES FINALES.

ARTÍCULO 75. RED NACIONAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. La Red
Nacional de Protección al Consumidor estará conformada por los consejos de protección al
consumidor de carácter nacional o local donde existan, las alcaldías y las autoridades
administrativas del orden nacional que tengan asignadas funciones de protección al consumidor,
las ligas y asociaciones de consumidores y la Superintendencia de Industria y Comercio. Esta
última institución actuará como Secretaría Técnica de la Red y, en tal condición, velará por su
adecuada conformación y funcionamiento.

En concordancia con el artículo 355 de la Constitución Política, las entidades estatales del orden
nacional, departamental, distrital y municipal podrán celebrar convenios con las asociaciones y
ligas de consumidores, para todo lo que tenga relación con la protección de los consumidores y,
en particular, con el desarrollo de esta ley.

La Red estará encargada de difundir y apoyar el cumplimiento de los derechos de los
consumidores en todas las regiones del país, recibir y dar traslado a la autoridad competente de
todas las reclamaciones administrativas que en materia de protección al consumidor se presenten
y brindar apoyo y asesoría a las alcaldías municipales para el cumplimiento adecuado de las
funciones a ellos otorgadas por la presente ley.

Autorícese al Gobierno Nacional para que en el término de un (1) año a partir de la expedición de
la presente ley, asigne las partidas presupuestales necesarias para garantizar el adecuado
funcionamiento de la Red Nacional de Protección al Consumidor, para la celebración de
contratos o convenios con entes públicos o privados que permitan la presencia regional de la
Superintendencia de Industria y Comercio.

Las autoridades administrativas del orden nacional y territorial deberán colaborar con la
implementación de la Red Nacional de Protección al Consumidor permitiendo el uso de sus
instalaciones y prestando apoyo logístico en la medida de sus posibilidades.

PARÁGRAFO: El Consejo Nacional de Protección al Consumidor creado por el Gobierno
Nacional dictará las políticas de carácter general de la Red Nacional de Protección al
Consumidor.

ARTÍCULO 76. POLÍTICAS SECTORIALES PARA LA PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES. El Ministerio responsable de cada sector
administrativo garantizará y facilitará espacios para la discusión abierta de las políticas
sectoriales que se relacionen con la protección y difusión de los derechos de los consumidores.

Para ello podrá designar comités sectoriales conformados por representantes de las entidades
adscritas y vinculadas donde se convoque y escuche la opinión de representantes de los gremios



organizados que agrupen a los integrantes de la cadena de producción y/o comercialización
respectiva, así como la de representantes de las ligas y asociaciones de consumidores legalmente
constituidas. Los comités estarán presididos por el Ministro o un delegado del nivel directivo.

PARÁGRAFO. Los Alcaldes y Gobernadores del país garantizarán el funcionamiento de los
Consejos de Protección al Consumidor, que correspondan a sus respectivas jurisdicciones,
conforme a lo dispuesto en las normas pertinentes, en especial el Decreto 3168 de 1983, 1009 de
1988 y la Directiva Presidencial 04 de 2006.

ARTÍCULO 77. CONTROL DISCIPLINARIO. En desarrollo de lo previsto en el artículo
277 de la Constitución Política, los Agentes del Ministerio Público deberán iniciar de oficio o a
petición de parte investigaciones disciplinarias por incumplimiento de las funciones que en
materia de protección al consumidor les han sido legalmente asignadas a los Alcaldes y
Gobernadores. Dentro de cada distrito o municipio corresponderá al Personero velar por el
adecuado cumplimiento de dichas funciones y adelantar, de acuerdo con sus competencias, las
investigaciones correspondientes.

PARÁGRAFO. Los alcaldes y gobernadores atenderán por escrito y de manera motivada, las
peticiones que les sean presentadas en relación con las decisiones a su cargo.

ARTÍCULO 78. TASAS EN SERVICIOS DE INFORMACIÓN DE LA
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. La Superintendencia de Industria y
Comercio podrá cobrar a su favor, en los casos en los que considere conveniente, tasas por los
servicios de instrucción, formación, enseñanza o divulgación que preste en los temas
relacionados con consumidor, propiedad industrial y protección a la competencia. Para estos
efectos, la Entidad podrá fijar la tarifa correspondiente a la recuperación de los costos de los
servicios que preste a los usuarios interesados.

De acuerdo con el inciso segundo del artículo 338 de la Constitución Política, el Gobierno
Nacional fijará la tasa de acuerdo con los siguientes sistemas y métodos:

a) La tasa incluirá el valor de los servicios prestados teniendo en cuenta los costos de los
servicios de instrucción, formación, enseñanza y divulgación.

b) El cálculo de la tasa incluirá el análisis de los costos y beneficios asociados a las labores de
difusión de las áreas misionales de la Superintendencia.

c) El cálculo de la tasa incluirá, la evaluación de factores sociales, económicos y geográficos
relacionados con las personas a las que van dirigidos los servicios.

Con fundamento en las anteriores reglas, el Gobierno Nacional aplicará el siguiente método en la
definición de los costos, sobre cuya base se fijará el monto tarifario de las tasas que se crean por
la presente norma:

a) Identificación de cada uno de los costos fijos y variables y la determinación de una proporción
razonable de costos por imprevistos y costos de oportunidad.

b) Incorporación de ventajas asociadas a las economías de escala de los proyectos de instrucción,
formación, enseñanza y divulgación.



c) El sistema de costos permitirá recuperar el costo del uso de los mecanismos de divulgación
empleados en los proyectos emprendidos así como los medios de promoción de los eventos.

d) Los factores variables y coeficientes serán sintetizados en una fórmula matemática que
permita el cálculo y determinación de la tasa que corresponda, por parte de la Superintendencia
de Industria y Comercio.

ARTÍCULO 79. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 1369, el cual quedará del siguiente
tenor:

“Artículo 32. Procedimiento para el trámite de peticiones, quejas y recursos (PQR), y solicitudes
de indemnizaciones. Los operadores postales deberán recibir y tramitar las peticiones, quejas y
recursos (PQR) relacionadas con la prestación del servicio así como las solicitudes de
indemnización y resolverlas de fondo dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su recibo
por parte del operador postal. Contra estas decisiones proceden los recursos de reposición y en
subsidio de apelación. El recurso de apelación será atendido por la autoridad encargada de la
protección de los usuarios y consumidores. El recurso de reposición deberá resolverse dentro de
los quince (15) días hábiles siguientes a su interposición. Este término podrá ampliarse por uno
igual para la práctica de pruebas, de ser necesarias, previa motivación. Una vez resuelto el
recurso de reposición, el operador tendrá un máximo de cinco (5) días hábiles para remitir el
expediente a la autoridad competente para que resuelva el recurso de apelación, de ser
procedente.

“Transcurrido el término para resolver la petición, queja, recurso de reposición (PQR) o solicitud
de indemnización sin que se hubiere resuelto de fondo y notificado dicha decisión, operará de
pleno derecho el silencio administrativo positivo y se entenderá que la PQR o solicitud de
indemnización ha sido resuelta en forma favorable al usuario, sin perjuicio de las sanciones a que
haya lugar.

“Siempre que el usuario presente ante el operador postal un recurso de reposición, este último
deberá informarle en forma expresa y verificable el derecho que tiene a interponer el recurso de
apelación en subsidio del de reposición, para que, en caso de que la respuesta al recurso de
reposición sea desfavorable a sus pretensiones, la autoridad competente decida de fondo.”

ARTÍCULO 80. <Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012.
Rige a partir del 1o. de enero de 2014. En los términos del numeral 6) del artículo 627, ver en
Legislación Anterior el texto vigente hasta esta fecha>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la
cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La derogatoria rige a partir del 1o. de enero
de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte tachado del texto original declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-896-12 de 31 de octubre de 2012, Magistrado Ponente Dr. Mauricio
González Cuervo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1480 de 2011:

ARTÍCULO 80. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Con el fin de contribuir al acceso eficaz
a la justicia y a la descongestión judicial, el Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga
sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna,
podrá operar servicios de justicia en asuntos de protección al consumidor, saneamiento de la
propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre
copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de
convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras
autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, siempre y cuando las
controversias sean susceptibles de transacción o conciliación y se apliquen las normas
procesales vigentes.

Los servicios de justicia aquí regulados generan competencia a prevención y por ende no
excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a autoridades
administrativas en determinados asuntos.

La operación de los referidos servicios de justicia debe garantizar la independencia, la
especialidad y el control jurisdiccional a las decisiones que pongan fin a la actuación, tal y
como está regulada la materia en cuanto al ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte
de autoridades administrativas.

El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que se haga efectiva la operación de estos
servicios de justicia.

ARTÍCULO 81. En concordancia con el artículo 78 de la Constitución Política, el Gobierno
Nacional garantizará la participación de las ligas y asociaciones de consumidores en la
reglamentación de la presente ley.

Para promover el desarrollo económico y social se apoyará, con recursos técnicos y financieros,
la creación de las asociaciones y ligas de consumidores, el fortalecimiento del Consejo Nacional
de Protección al Consumidor y la creación de los consejos departamentales y municipales de
protección al consumidor; se garantizarán los derechos a la representación, a la protección, a la
educación, a informar en sus medios de comunicación y ser informados, a la indemnización, a la
libre elección de bienes y servicios y a ser oídos por los poderes públicos, preservando los
espacios consagrados en la Constitución y las leyes en defensa de los consumidores. De igual
forma, las entidades del Estado propenderán por la aplicación de la Ley 1086 de 2006.

PARÁGRAFO. Los espacios de mensajes institucionales destinados para la difusión de los
derechos de los consumidores deberán tener un trato preferencial por las autoridades de
regulación, otorgando espacios especiales de alta audiencia dentro de la parrilla de programación.
En ningún caso podrán ser tratados con menores condiciones de favorabilidad que los demás



mensajes institucionales creados por la Ley 182 de 1995.

ARTÍCULO 82. PAGO ANTICIPADO. En cualquier momento de vigencia del contrato de
compraventa a plazos, el consumidor puede pagar anticipadamente, de forma total o parcial, el
precio pendiente de pago, sin que en ningún caso pueda exigírsele intereses no causados ni
sanciones económicas.

ARTÍCULO 83. BIENES MUEBLES PARA USO DOMÉSTICO. Se considerarán bienes
muebles para uso doméstico todos los electrodomésticos, gasodomésticos, artefactos que
funcionan con combustible, equipos de computación, y muebles en general, destinados para el
hogar. En las operaciones de compra y venta de los mencionados bienes el precio por pago de
contado deberá ser igual al precio por pago a crédito. En este último caso adicionando el valor
del costo de la financiación pactada.

ARTÍCULO 84. VIGENCIA. La presente ley entrará en vigencia seis (6) meses después de su
promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

JUAN MANUEL CORZO ROMÁN.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ.

El Secretario de la honorable Cámara de Representantes,

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 12 de octubre de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Interior,

GERMÁN VARGAS LLERAS.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

JUAN CARLOS ECHEVERRY GARZÓN.

El Viceministro de Turismo, del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, encargado de las
funciones del Despacho del Ministro de Comercio, Industria y Turismo,



ÓSCAR RUEDA GARCÍA.
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